                                                 LA SITUACIÓN EN BOLIVIA

                         EL GOBIERNO DE EVO ENTRE LA ESPADA Y LA PARED

Los recientes sucesos de Cochabamba han puesto al rojo vivo las contradicciones del gobierno populista de Evo Morales. En el marco de la pulseada que el gobierno indigenista viene jugando con la derecha oligárquica por el control de la Asamblea Constituyente, Evo Morales intentó promover la renuncia del prefecto de Cochabamba, Manfred Reyes Villa (antiguo colaborador del depuesto Sánchez de Losada) mediante la convocatoria a un Cabildo abierto, con  apoyo de militantes cocaleros de MAS y los sindicatos oficialistas.

Pero el tiro le salió por la culata. Reyes Villa no se mostró dispuesto a tirar la toalla sin pelea y, por el contrario, organizó comités cívicos que, junto a la policía, atacaron a los manifestantes opositores. La respuesta popular no se hizo esperar. Se entablaron duros enfrentamientos a lo largo de diez días, cuyo saldo fueron dos campesinos muertos y más de cincuenta heridos. A lo largo del conflicto, la ciudad permaneció sitiada y surgieron piquetes y barricadas por doquier. Solo la injerencia del propio Evo, instando a sus seguidores a batirse en retirada y la intervención del ejército, pudo estabilizar transitoriamente la situación y llenar parcialmente el vacío de poder que se había instalado. 

Cuando arreciaba la movilización, grupos radicalizados surgidos de la Universidad de San Simón y de la COB (Central Obrera Boliviana) aprovecharon el momento para proclamar un ‘Gobierno revolucionario’ local que levantó en andas al ex guerrillero Tiburcio Herradas Lamas, conocido como ‘Comandante Loro’ líder del grupo Ejército Dignidad Nacional (EDN) inmediatamente desconocido por el poder central, que se apresuró a reconocer la autoridad del repudiado Reyes Villa, en virtud de su mandato constitucional. Mientras tanto, el odiado gobernante de la oligarquía, quien pocos días antes se había manifestado favorable al referéndum autonómico ( medida impulsada por la oligarquía petrolatifundista para perpetuar su propiedad y poder, separándose del control central) solo se mostró predispuesto a someterse al tramposo salvavidas del referéndum revocatorio.

El trasfondo del enfrentamiento se encuentra en la guerra de posición en que se hallan empantanados el gobierno y la oligarquía capitalista de Bolivia. Desde un primer momento el gobierno de Morales intentó convencer a los poderosos de Bolivia de la conveniencia de aceptar una reforma Constitucional que moderase los aspectos más recios del latifundio y subsidiase al cincuenta por ciento de la población que se encuentra bajo la línea de indigencia. Pero el intento chocó de frente con la resistencia de la minoría blanca que considera a los ‘collas de mierda’ poco menos que una masa subhumana. Sin embargo, este racismo miserable no es más que una forma tras la que se esconden intereses puramente capitalistas ligados a la defensa de la máxima explotación posible sobre la que se edificaron las grandes fortunas de Bolivia. La Oligarquía se ha reservado en todo momento el derecho a veto en la Asamblea Constituyente, bloqueando toda iniciativa del gobierno que afecte a sus intereses y ha contragolpeado con preparativos de secesión para apropiarse de las regiones más ricas y fértiles de Bolivia. Frente a esta situación, la Asamblea Constituyente (con mayoría del MAS) se ha mostrado como un instrumento impotente. No podría ser de otra manera, puesto que su convocatoria fue producto de un pacto con la misma oligarquía que hoy se organiza para esterilizar todo intento reformista del gobierno y no de una revolución que haya llevado a los obreros y los campesinos al poder. En efecto, hasta los más altos constitucionalistas de Bolivia han puesto en evidencia que solo una revolución triunfante puede poner en pié una Asamblea plenipotenciaria, apta para erradicar el latifundio y repartir la tierra. Es el propio gobierno de Evo el que viene fomentando entre las masas campesinas, ilusiones en este sentido. Sin embargo, la historia de Bolivia desmiente semejantes expectativas. Bolivia ha experimentado con más de una docena de Asambleas Constituyentes y ni siquiera las más radicales, como la de 1952, que nacionalizó la minería e impulsó una tímida reforma agraria, pudieron brindar solución a las necesidades de las grandes masas. No hay ninguna evidencia seria que indique que ahora vaya a ser distinto. 

Nuevamente Bolivia enfrenta la perspectiva de una guerra civil y los recientes sucesos de Cochabamba no hacen más que confirmar su latencia. Una ofensiva por parte del gobierno que aún cuenta con un inmenso apoyo entre las masas desposeídas de Bolivia, desataría una resistencia enconada por parte de la oligarquía que también cuenta con enormes reservas de movilización y recursos. Las perspectivas secesionistas y golpistas podrían ser puestas a la orden del día. De momento, la derecha amaga con usar el propio mecanismo revocatorio para intimidar al presidente. Ante ello, el gobierno no hace más que ceder, pero, al mismo tiempo, entra en conflicto con las aspiraciones de su propia base social. La única salida progresiva está en manos de la clase obrera y las fuerzas políticas auténticamente revolucionarias. Es urgente la puesta en pié de un partido revolucionario que organice a la todavía poderosa vanguardia obrera boliviana, tras de una perspectiva de poder. Es imprescidible forjar la alianza obrero campesina, sin la cual, la revolución en Bolivia es una quimera. Romper todo pacto con la oligarquía. Explicar pacientemente el rol traidor de la Constituyente. Formar milicias obrero campesinas para enfrentar a los comités cívicos y aplastar a la reacción, son las consignas de la hora.       

